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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado José G. Henao Osorio, apoderado judicial  del señor Alejandro Francisco Flórez La Rotta en contra del fallo de tutela emitido por el 3 de mayo de 2016 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. El abogado del señor Alejandro Francisco Flórez La Rotta informó que su mandante tiene 63 años de edad, laboró desde el 20 de septiembre de julio de 1979 hasta el 25 de junio de 2003 en el Instituto del Seguro Social ISS, quien tramitó demanda de  nulidad y restablecimiento del derecho en contra del ISS y la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscal UGPP en el Juzgado 6º Administrativo de Descongestión del Circuito Judicial de Barranquilla bajo el radicado No.2012-00068 con el fin de se declarara la nulidad de la Resolución No.2174 del 11 de noviembre de 2011 por medio de la cual se le reconoció la pensión de jubilación por el período laborado en el ISS entre el 26 de junio de 1993 al 25 de junio de 2003, toda vez que no se habían incluido todos los factores salariales devengados en esa etapa, lo cual resultó favorable a sus pretensiones.

Indicó que como el ISS perdió su competencia para reconocer pensiones de jubilación como entidad empleadora, al tenor de lo dispuesto en los artículos 27 y siguientes del Decreto 2013 del 28 de septiembre de 2012, dicha facultad fue trasladada a la UGPP por lo que el 30 de junio de 2015 se presentó ante esta Unidad la respectiva cuenta de cobro con los anexos pertinentes.  Sin embargo, mediante la Resolución No.RDP 038569 del 21 de septiembre de 2015 la UGPP negó la solicitud de cumplimiento de sentencia con el argumento de que los factores salariales debían presentarse en original, por lo que el 26 de octubre de 2015 se radicó un oficio ante la UGPP en la que se reiteró la petición de que se acatara el fallo aludido, señalando que los acumulados salariales entregados en copia auténtica corresponden al período del 26 de junio de 1993 al 25 de junio de 2003 y ordenado por la sentencia judicial y que en cada folio certificó la autenticidad de los documentos con el sello y firma del secretario.  En tal sentido, señaló el abogado que adjunta copia de CD que contiene la cuenta de cobro radicada en la UGPP y los archivos en formato PDF que evidencian la autenticidad de los documentos presentados, pero mediante auto del 15 de diciembre de 2015 la UGPP dispuso que se deben presentar los acumulados en original, lo que consideró incoherente, discriminatorio y motivado por el ánimo de dilatar el proceso de cobro de la sentencia judicial.
Señaló que el 22 de febrero de 2015 radicó una petición ante la UGPP en la que solicitó el cumplimiento de la sentencia judicial teniendo en cuenta que los acumulados salariales auténticos corresponden al período del 26 de junio de 1993 de 25 de junio de 2003, lo que fue negado mediante la Resolución RDP012083 del 16 de marzo de 2015 con el argumento de que se hace necesario aportar el cuaderno administrativo de factores salariales en original expedido por el funcionario competente, situación que no es aceptada por el apoderado demandante y lo que considera es un “capricho del sustanciador”, si se tiene en cuenta que ya se han tramitado otras resoluciones en las que se han dado cumplimento muchas sentencias judiciales, de las cuales hace una relación con el fin de demostrar que la UGPP está dando un trato discriminatorio al señor Flórez La Rotta,  pese  a que se han acatado las exigencias de esa Unidad.

Por lo anterior, solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales del señor Alejandro Francisco Flórez La Rotta a la igualdad, el debido proceso y el mínimo vital,  y ii) ordenar a la UGPP que en un plazo breve e improrrogable o el que se estime adecuado, tenga como pruebas los documentos aportados y los que reposan en el expediente del pensionado en dicha unidad con el fin de dar cumplimiento a la sentencia judicial de la reliquidación pensional, sin exigir más documentos que los allegados. 

2.2.  Se tuvieron como pruebas las aportadas a folio 8 al 90.
2.3. Mediante auto del 19 de abril de 2016 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, y corrió traslado de la misma a la entidad accionada.   (Folio 91)
3. SÍNTESIS  DE RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1 UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL UGPP

El Subdirector Jurídico Pensional de la UGPP informó que revisada la base de datos de la entidad, se encontró que la ESE José Prudencio Padilla reconoció al señor Flórez La Rotta una pensión de jubilación mediante la Resolución No.002507 del 27 de noviembre de 2007 en cuantía de $1.964.798, efectiva a partir del 31 de julio de 2007; que el ISS mediante la Resolución No.2174 del 11 de noviembre de 2001 reconoció al acto una pensión de jubilación de conformidad con el régimen de transición en cuantía de $2.591.371, efectiva a partir del 31 de julio de 2007 y la UGPP mediante la Resolución RDP038569 del 21 de septiembre de 2015 negó una solicitud de cumplimento a un fallo judicial proferido por el Juzgado 6º Administrativo en Descongestión de Barranquilla del 17 de octubre de 2012; que la UGPP mediante auto ADP01672C del 15 de diciembre de 2015 indica que no es posible dar cumplimiento a la orden judicial hasta tanto el interesado aporte los factores salariales comprendidos entre el 26 de junio de 2003 al 30 de abril de 2006 (sic), período con el cual se debe reliquidar la pensión de jubilación por cuanto corresponde a su último año de servicio, por cuanto si se toma un período anterior, se presentaría un doble pago y asignación del tesoro público; que mediante Resolución RDP012083 del 16 de marzo de 2016 se negó la solicitud de cumplimiento de sentencia al señor Flórez La Rotta por cuanto el mismo debe aportar el certificado de los factores salariales en original expedido y firmado por el funcionario competente en el que consten  los factores devengados en los últimos 10 años de 1993 a 2003.

Indicó que a la fecha, el actor no ha aportado la documentación solicitada, necesaria para poder dar cumplimiento al fallo aludido y en tal sentido, consideró que no se le ha vulnerado derecho fundamental alguno.  Por lo tanto, si el accionante no se encuentra de acuerdo con las decisiones tomadas, deberá acudir a la justicia ordinaria para que se dirima el conflicto suscitado, máxime si el accionante no acreditó estar ante un perjuicio irremediable.  Así mismo, consideró que la acción de tutela no es procedente para el reconocimiento de derechos prestacionales.

Por lo anterior, solicitó que se declare improcedente el amparo invocado y conmine al accionante para que presente los documentos solicitados por la UGPP (Fls. 93-98). 
Aportó copia de las Resoluciones RDP 038569 del 21 de septiembre de 2015, ADP016720 del 15 de diciembre de 2015 y RDP012083 del 16 de marzo de 2016 (Fls. 99-104).

4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 3 de mayo de 2016 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad resolvió negar por improcedente la acción de tutela presentada por el señor Alejandro Francisco Flórez La Rotta, toda vez que consideró que la UGPP no ha vulnerado derechos fundamentales al accionante, a quien le ha indicado el requisito que debe cumplir para proceder a acatar el fallo emitido por el juzgado administrativo y por cuanto el actor no demostró estar frente a un perjuicio irremediable. (Fls. 116 al 118)
El abogado José G. Henao Osorio fue notificado del anterior fallo mediante el correo electrónico del 16 de mayo de 2016   (folio 119, inverso).

5. FUNDAMENTOS DE LA  IMPUGNACÓN

El apoderado judicial del accionante dentro del término legal, el 17 de mayo de 2016, presentó escrito de impugnación al fallo en el que reiteró los  mismos hechos de la demanda de tutela, en el sentido de que su mandante es una persona de la tercera de edad y que la UGPP ha aplicado una conducta dilatoria para abstraerse de cumplir con las providencias judiciales valiéndose de argumentos errados, toda vez que este casp lleva más de 10 meses en perjuicio exclusivo de la parte más débil de la relación, como lo es el pensionado, quien desde el 30 de julio de 2015 presentó la respectiva cuenta de cobro con los documentos que prueban los acumulados salariales y que se tuvieron en cuenta en el proceso judicial, los que ya se entregaron en copias auténticas en cumplimiento a las exigencias de la administración de la Unidad accionada.

Por lo anterior, solicitó que se modifique el fallo de primera instancia  por considerarlo injusto frente al pensionado Flórez La Rotta  (Fls. 123-125).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico 
En el presente asunto se debe determinar si la UGPP vulneró los derechos fundamentales del accionante, al negar el cumplimiento del fallo emitido el 17 de octubre de 2014 por el Juzgado 6º Administrativo en Descongestión de Barranquilla.

6.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4.  Así mismo, la  jurisprudencia de la Corte Constitucional ha manifestado que la acción de tutela resulta procedente para proteger el derecho al mínimo vital de los pensionados, los trabajadores, las mujeres embarazadas y las personas en situación de debilidad manifiesta, en los casos  de mora en el reconocimiento y pago oportuno de pensiones de vejez, jubilación o invalidez o de sustitución pensional.

6.5.  En la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha indicado que la acción de tutela resulta improcedente para resolver las controversias relacionadas con el reconocimiento o reliquidación de prestaciones sociales, particularmente en materia de pensiones, ya que este no es el mecanismo judicial idóneo, por encontrarse comprometidos derechos litigiosos de naturaleza legal y desarrollo progresivo; la acción de amparo constitucional posee un carácter subsidiario y residual, que por lo mismo, sólo permite su procedencia cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, o cuando existiendo éste, se promueva como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, pero su propósito se orienta a prevenir y repeler los ataques que se promuevan contra los derechos fundamentales ciertos e indiscutibles, y no respecto de aquellos que aún no han sido reconocidos o cuya definición no se encuentra del todo consolidada por ser objeto de disputa jurídica.

6.6. En el caso bajo estudio, esta Sala observa que el abogado del señor Flórez La Rotta  radicó desde el 30 de junio de 2015 ante  la UGPP una cuenta de cobro tendiente a hacer efectivo el cumplimiento de la sentencia proferida por el Juzgado 6º Administrativo de Descongestión de Barranquilla (Fls. 27-30) y para acreditar que con los documentos que anexó en su momento a dicha petición prestacional se encuentran los acumulados salariales de los últimos 10 años laborados con el ISS, dicho abogado allegó con el escrito de la acción de tutela un CD en formato PDF donde se evidencia no sólo la copia autenticada de la sentencia del 17 de octubre de 2014 del Juzgado 6º Administrativo de Descongestión de Barranquilla, con constancia secretarial del 5 de junio de 2015 de ser la primera copia y que presta mérito ejecutivo, sino del formato donde se relacionan los “devengados por trabajadores del Seguro Social” correspondiente al período comprendido entre junio de 1993 a junio de 2003. 
6.8.  El juez de primera instancia declaró improcedente la acción de tutela presentada por el abogado del señor Flórez La Rotta por cuanto consideró que el accionante contaba con otro medio judicial de defensa para solicitar el cumplimiento del fallo judicial antes aludido.  Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que la ineficacia de los instrumentos ordinarios puede derivarse de tres supuestos de hecho en concreto: “(i) cuando se acredita que a través de estos le es imposible al actor obtener un amparo integral a sus derechos fundamentales y, por tanto, resulta indispensable un pronunciamiento por parte del juez constitucional que resuelva en forma definitiva la litis planteada; (ii) cuando se evidencia que la protección a través de los procedimientos ordinarios no resulta lo suficientemente expedita como para impedir la configuración de un perjuicio de carácter irremediable, caso en el cual el juez de la acción de amparo se encuentra compelido a efectuar una orden que permita la protección provisional de los derechos del actor, mientras sus pretensiones se resuelven ante el juez natural; y (iii) cuando la persona que solicita el amparo ostenta la condición de sujeto de especial protección constitucional y, por tanto, su situación requiere de una especial consideración.” (Subrayas propias)
6.9. En tal sentido, el señor Flórez La Rotta actualmente cuenta con 63 años de edad, por haber nacido el 31 de julio de 1952, lo que se desprende de la copia de su cédula de ciudadanía visible a folio 9, por lo tanto, el mismo es considerado por la jurisprudencia constitucional como un sujeto de especial protección por parte del Estado, circunstancia que hace viable el estudio de su reclamación, aun cuando el debate suscitado sea índole legal, de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte Constitucional que en la Sentencia T-343 de 2014 estudió el caso en concreto de una persona que contaba con 61 años de edad, a quien se le otorgó el amparo y en la aclaración del voto de dicha providencia, el Magistrado Mauricio González Cuervo indicó lo siguiente:
“(…)  Uno de los sustentos de la Sala para conceder la tutela fue la pertenencia del accionante, de 61 años
, a la tercera edad, un grupo que por expresa disposición constitucional goza de protección especial
. Al respecto, y si bien es claro que “[l]a tercera edad exige el respeto y la consideración de la sociedad y la gestión efectiva del Estado Social de Derecho, que no pueden eludir sus responsabilidades en la preservación de una vida digna de personas cuya debilidad es manifiesta”
, la Constitución no definió la edad en la que se inicia esta fase de la vida y por ende, empieza la protección especial. Como consecuencia de dicha indeterminación, esta Corporación estableció como criterio útil
 para delimitar la pertenencia a la tercera edad, el hecho de sobrepasar la edad de expectativa de vida para los colombianos, que se fijó en 71 años
. 
Cabe recordar que si bien la procedencia de la acción de tutela para resolver controversias relacionadas con el reconocimiento y pago de prestaciones económicas procede excepcionalmente en situaciones que involucren a personas de la tercera edad,  no es menos cierto que no se excluye de manera alguna a aquellos individuos que no pertenecen a ella
, pues esta Corporación ha reconocido que la acción de tutela opera igualmente cuando se verifique la afectación al mínimo vital, siendo deber del juez “el individualizar la situación particular de cada peticionario a fin de comprobar si se dan las circunstancias materiales que impliquen la vulneración del mínimo vital, v. gr. que la pensión sea el único medio material de subsistencia y que la omisión en su pago derive en una situación crítica al demandante”
. 

6.10.  Por lo anterior, la Sala concluye que el señor Florez La Rotta es un sujeto de especial protección por parte del Estado, en tal virtud, se pasará a analizar lo pretendido por su abogado en el sentido que para el cumplimiento del fallo emitido por el Juzgado 6º Administrativo de Descongestión de Barranquilla, se debe tener en cuenta los documentos aportados con la respectiva cuenta de cobro.  En primer, lugar se hace necesario señalar sobre la oportunidad para el cumplimiento de los fallos judiciales, según la Corte Constitucional cuando  ha indicado lo siguiente: (Ver Sentencia T-553 de 1995)

“La exactitud y oportunidad en el cumplimiento de los fallos judiciales resulta esencial para garantizar no solamente el cometido de la persona -que se constituye en su derecho fundamental- de acceder materialmente a la administración de justicia sino para sostener el principio democrático y los valores del Estado de Derecho.

A no dudarlo, un signo inequívoco de decadencia institucional y de debilitamiento de la democracia es la pérdida del respeto y acatamiento a las determinaciones de los jueces, encargados de definir el Derecho y de suministrar a la sociedad con arreglo a la Constitución y a las leyes las fórmulas pacificas de solución de los conflictos que surgen en su seno.

La actitud de desacato a las providencias de los jueces, por lo que significa como forma de desestabilización del sistema jurídico debe ser sancionada con severidad. Frente a ella por supuesto, cabe la tutela para proteger los derechos fundamentales que, como consecuencia, puedan resultar afectados.

(…) El cumplimiento de las sentencias judiciales es parte integrante de los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia pues la circunstancia de una persona a cuyo favor se ha resuelto tiene derecho garantizado por el Estado, a que lo judicialmente ordenado se cumpla con exactitud y oportunidad.”

Como los fallos judiciales ejecutoriados son de obligatorio cumplimiento y en ellos se reconocen derechos a favor de las personas, la Corte ha reconocido que en los eventos en que se niegue el cumplimiento de dichos pronunciamientos, procede la acción de tutela como mecanismo que garantiza que una sentencia proferida en la jurisdicción ordinaria sea respetada y que los derechos fundamentales derivados de las mismas sean resguardados. Lo anterior se ve reflejado en la Sentencia T-363 de 2005, en la que la Corte Constitucional señaló:

“En tal virtud, cuando la autoridad demandada se rehúsa a ejecutar completamente lo dispuesto en una providencia judicial que le fue adversa no sólo vulnera los derechos que a través de esta última se han reconocido a quien invocó protección, sino que desacata una decisión que hizo tránsito a cosa juzgada. Si tales derechos son fundamentales, el desconocimiento de la sentencia que los ampara viola el Ordenamiento Superior, también por esa razón.”

6.11.  Por su parte, el Decreto 019 de 2012 “Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la Administración Pública” señaló lo pertinente a los trámites y actuaciones administrativas y en los artículos 4, 6 y 9 dispuso lo siguiente: 
“ARTICULO  4. CELERIDAD EN LAS ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS.

Las autoridades tienen el impulso oficioso de los procesos administrativos; deben utilizar formularios gratuitos para actuaciones en serie, cuando la naturaleza de ellas lo haga posible y cuando sea asunto de su competencia, suprimir los trámites innecesarios, sin que ello las releve de la obligación de considerar y valorar todos los argumentos de los interesados y los medios de pruebas decretados y practicados; deben incentivar el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones a efectos de que los procesos administrativos se adelanten con diligencia, dentro de los términos legales y sin dilaciones injustificadas; y deben adoptar las decisiones administrativas en el menor tiempo posible.
ARTICULO  6. SIMPLICIDAD DE LOS TRÁMITES.

Los trámites establecidos por las autoridades deberán ser sencillos, eliminarse toda complejidad innecesaria y los requisitos que se exijan a los particulares deberán ser racionales y proporcionales a los fines que se persigue cumplir.

Las autoridades deben estandarizar los trámites, estableciendo requisitos similares para trámites similares.

ARTICULO  9. PROHIBICIÓN DE EXIGIR DOCUMENTOS QUE REPOSAN EN LA ENTIDAD:

Cuando se esté adelantando un trámite ante la administración, se prohíbe exigir actos administrativos, constancias, certificaciones o documentos que ya reposen en la entidad ante la cual se está tramitando la respectiva actuación.

 Parágrafo. A partir del 1 de enero de 2013, las entidades públicas contarán con los mecanismos para que cuando se esté adelantando una actuación ante la administración y los documentos reposen en otra entidad pública, el solicitante pueda indicar la entidad en la cual reposan para que ella los requiera de manera directa, sin perjuicio que la persona los pueda aportar. Por lo tanto, no se podrán exigir para efectos de trámites y procedimientos el suministro de información que repose en los archivos de otra entidad pública.”
6.12. De conformidad con la jurisprudencia y la norma relacionadas, esta Sala considera que la determinación de la UGPP de exigirle al señor Flórez La Rotta  los documentos originales de los factores salariales devengados en los últimos 10 años de 1993 a 2003 vulnera su derecho fundamental al debido proceso en conexidad con el de la seguridad social, habida cuenta que de las pruebas que obran en la foliatura, se infiere que en dicha Unidad ya reposan las copias autenticadas por el Juzgado 6º Administrativo en Descongestión de Barranquilla.  En tal sentido, sea pertinente hacer alusión a que el artículo 29 de la Constitución Nacional consagra que el debido proceso debe aplicarse a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, constituyéndose en garantía en las actuaciones surtidas contra los particulares. A su vez, la Corte Constitucional se ha pronunciado con respecto al debido proceso de la siguiente manera:
“El debido proceso en los asuntos administrativos implica que el Estado se sujete a las reglas definidas en el ordenamiento jurídico, no solamente en las actuaciones que se adelanten contra los particulares para deducir responsabilidades de carácter disciplinario o aquellas relativas al control y vigilancia de su actividad, sino en los trámites que ellos inician para ejercer un derecho ante la administración o con el objeto de cumplir una obligación.
El artículo 29 de la Constitución señala que el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, e incluye como elemento básico del mismo la observancia "de la plenitud de las formas propias de cada juicio", lo que en materia administrativa significa el pleno cumplimiento de lo prescrito en la ley y en las reglas especiales sobre el asunto en trámite.
 
En último término, de lo que se trata es de evitar que la suerte del particular quede en manos del ente administrativo. Por lo cual, todo acto arbitrario de éste, entendido por tal el que se aparta de las normas aplicables, para realizar su propia voluntad, implica violación del debido proceso.

Entendido el derecho al debido proceso administrativo como la garantía a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que la afectación o la privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado, no pueda hacerse con detrimento de sus derechos fundamentales.  Así, ha indicado esta Corporación: si bien la preservación de los intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios de la actuación estatal son imperativo de todos los procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe llevarse a cabo una ponderación que armonice estas prerrogativas con los derechos fundamentales de los asociados. 
  
La Corte ha entendido que forman parte de la noción del debido proceso y se consideran como garantías constitucionales que presiden toda actividad de la Administración desde su inicio hasta su culminación, los derechos de defensa, de contradicción, de controversia de las pruebas, de publicidad, entre otros, los cuales se extienden a todas las personas que puedan resultar obligadas en virtud de lo resuelto por la Administración.”
6.13. Por lo tanto, la Sala concluye que la UGPP  ha desconocido sin justificación alguna, lo dispuesto en el aludido Decreto 019 de 2012 requerir al accionante que aporte los documentos en original; por lo tanto,  se hace necesario amparar su derecho fundamental al debido proceso en conexidad con la seguridad social y en tal virtud, se revocará la sentencia de primera instancia. 

Como consecuencia de la anterior declaración, se ordenará a la Subdirectora de Determinación de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP que resuelva la solicitud del accionante radicada el 30 de junio de 2015 tendiente a que se haga efectivo el cumplimiento de la sentencia proferida por el Juzgado 6º Administrativo de Descongestión de Barranquilla siempre y cuando las copias auténticas de los factores salariales devengados en los últimos 10 años de 1993 a 2003 aportadas por el señor Alejandro Francisco Flórez La Rotta cumplan con las exigencias de los artículos 4º, 6º y 9º del Decreto 019 de 2012.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 3 de mayo de 2016 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la acción de tutela interpuesta por el apoderado judicial del señor Alejandro Francisco Flórez la Rotta en contra de la UPGG.

SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso en conexidad con la seguridad social del señor Alejandro Francisco Flórez la Rotta.

TERCERO: ORDENAR a la Subdirección de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP que dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la notificación del presente fallo, resuelva la solicitud del señor Flórez La Rotta del 30 de junio de 2015 radicada el 30 de junio de 2015 tendiente a que se haga efectivo el cumplimiento de la sentencia proferida por el Juzgado 6º Administrativo de Descongestión de Barranquilla, siempre y cuando las copias auténticas que reposan en dicha Unidad de los factores salariales devengados en los últimos 10 años de 1993 a 2003 por el señor Alejandro Francisco Flórez La Rotta cumplan con las exigencias de los artículos 4º, 6º y 9º del Decreto 019 de 2012.

CUARTO:
Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria

� Folio 2 de la Sentencia.


� Es así como el Art. 46 de la Carta dispone que “El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria”, a la vez que el Art. 13 de la Constitución impone el deber para el Estado de proteger “especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”. Esta protección especial ha sido desarrollada extensamente por la jurisprudencia de esta Corporación.


� Sentencia T-489 de 1999.


� Al respecto cabe aclarar que, si bien se fijó este criterio como guía para determinar la pertenencia del accionante a la tercera edad, lo anterior no obsta para que el juez, al evaluar las circunstancias concretas del caso, pueda establecer que una persona pueda ser beneficiaria de una especial protección constitucional, situación en la cual le corresponderá argumentar las razones en las que se basa para hacer tal inclusión.


� Al respecto ver, entre otras, las sentencias T-463 de 2003, T-1226 de 2000, T-456 de 1994, T-425 de 2004, T-463 de 2004 y T-634 de 2008.


� Ver Sentencia T-522 de 2006


� Ibíd.


� Sentencia T-1083 del 29 de octubre de 2004, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Sentencia T-359 del 11 de mayo de 2006, M.P. Jaime Araujo Renteria.
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